ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 87 001 2016 00147 01

 ACCIONANTE: ADRIANA MARÍA ORREGO POSADA 
ACCIONADAS: COLPENSIONES Y OTROS 

ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia -  2ª instancia – 
27 de febrero de 2017

Radicación Nro. :
66001 31 87 001 2016 00147 01

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión que declaró improcedencia
Accionante:
ADRIANA MARÍA ORREGO POSADA
Accionado:
COLPENSIONES Y OTROS
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas:   
 PAGO DE INCAPACIDAD LABORAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / NO SE AGOTARON LOS RECURSOS / IMPROCEDENCIA. “[L]a señora Orrego Posada al haber sido notificada el 14 de junio de 2016 del dictamen proferido por la junta médica laboral de COLPENSIONES antes aludido, contaba hasta el 28 de junio de 2016 para allegar el escrito de apelación en contra del mismo y con el fin de que su expediente fuera remitido a la Junta Regional de Calificación de Invalidez.  Sin embargo, obra copia del “recurso de controversia” en contra del dictamen No.2016157743QQ radicado el 16 de junio de 2016 en la EPS COOMEVA (Fls. 14 y 15), lo que significa que la inconformidad de la actora frente a su primera calificación no se presentó en la “CALLE 14 NO.15-08 LOCAL 2 Centro Comercial Pinares Plaza Sector San José Sur en la ciudad de Pereira” o en su defecto, al correo electrónico juntascolpensiones@asaludltda.com, lo que conllevó a que el mismo cobrara firmeza, tal como lo indicó la entidad ASALUD LTDA. en su comunicado del 1º de julio de 2016. (…) Así las cosas, para esta Sala ninguna responsabilidad se le puede indilgar a COLPENSIONES pues no queda duda que la accionante dentro de los 10 días que tenía para impugnar el dictamen de PCL emitido por COLPENSIONES, también contaba con la posibilidad de haber enviado al correo electrónico juntascolpensiones@asaludltda.com el escrito “de  controversia”, el que según alega no fue recibido por los funcionarios de esa entidad. De tal manera, que en el caso sub examine la acción de tutela es improcedente conforme al principio según el cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans).”. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintisiete (27) de febrero de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0175
Hora:  3:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la apoderada judicial de la accionante, señora Adriana María Orrego Posada en contra del fallo emitido el 4 de enero de 2017 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la demanda de amparo instaurada en contra de la ASALUD LTDA. y COLPENSIONES.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó la abogada María Clara Buitrago Arango, apoderada judicial de la señora Adriana María Orrego Posada, que el 11 de mayo de 2016 COOMEVA EPS envió una comunicación a COLPENSIONES para que remitieran a la señora Orrego Posada para el reconocimiento del subsidio económico por incapacidad temporal a partir del día 181, quien para ese momento tenía 223 días de incapacidad y lo concerniente al concepto de rehabilitación.
Indicó que el 14 de junio de 2016 COLPENSIONES notificó a la señora Orrego Posada el dictamen de pérdida de capacidad laboral.   Por lo tanto, el 16 de junio de 2016 la señora Orrego Posada envió, por intermedio del señor Rafael Muñoz Casamachín, a ASALUD LTDA. y a COLPENSIONES los recursos de controversia contra el dictamen emitido, sin que ninguna de las dos entidades los recibiera con fundamento que no era el lugar indicado para radicar el recurso.  Sin embargo, dicho recurso fue recibido en COOMEVA.
Señaló que el 1º de julio de 2016 ASALUD LTDA. envió a su mandante la  constancia de la firmeza del dictamen realizado por COLPENSIONES, haciendo caso omiso al “recurso de controversia” aludido anteriormente.  Por lo tanto, el 8 de julio de 2016 la señora Orrego Posada dirigió a COLPENSIONES un escrito explicando su desacuerdo con el dictamen de PCL, toda vez que no se habían calificado todos sus diagnósticos.

Puso en conocimiento que el 10 de agosto de 2016 a la señora Orrego Posada se realizó particularmente el examen de “angio resonancia cerebral simple” por cuanto el mismo no había sido autorizado por la EPS COOMEVA, del cual solicitó el reembolso del gasto asumido, pero fue igualmente negado.

Adujo que ante la situación de la señora Orrego Posada, la misma ha insistido ante ASALUD LTDA. y COLPENSIONES para la realización de una segunda calificación de PCL, pero la misma ha sido negada.

Por lo anterior, solicitó que se tutelen los derechos fundamentales a la salud, la vida, el debido proceso, la integridad personal, a la seguridad social y mínimo vital de la señora Adriana María Orrego Posada y en tal sentido, se ordene a COLPENSIONES que trámite el recurso que en tiempo se interpuso por la actora y que envíe su expediente a la Junta Regional de Calificación de Invalidez.  Subsidiariamente, solicitó que se ordene a la Junta Regional de Calificación de Invalidez que practique una segunda PCL a la señora Orrego Posada.

2.2. Adjuntó copia de los documentos que sustentan los hechos y pretensiones, visibles a folios 7 al 22.
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA 

3.1. EPS COOMEVA
Informó que la señora Orrego Posada se encuentra afiliada a esa entidad en calidad de cotizante independiente y en estado de activo desde el 01/05/2014, a quien se le vienen brindando todos los servicios en salud de manera integral.

Indicó que el área médica consignó que la accionante se encuentra incapacitada con 392 días continuos al 29/12/2016, por lo que fue calificada por la AFP COLPENSIONES con un 33.21% de la PCL, origen común y con fecha de estructuración del 10/03/2016.

Señaló que de acuerdo a la normativa vigente, corresponde a COLPENSIONES enviar el expediente de la actora a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, por tal razón, consideró que no hay legitimación en la causa por pasiva y en tal sentido, se debe desvincular a COOMEVA de la presente acción de tutela.  (Fls. 30-32)

3.2. JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA

Informó que el expediente de la señora Orrego Posada no ha sido radicado en esa entidad por parte de COLPENSIONES; por tal razón, una vez se allegue la solicitud con la documentación requerida y se cancele lo referente a los honorarios, esa Junta procederá con lo pertinente. (Fls. 48 y 49)

3.3. COLPENSIONES y ASALUD LTDA. no se pronunciaron frente a la demanda de tutela.
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA
Mediante sentencia del 4 de enero de 2017 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resolvió denegar la tutela interpuesta por la señora Adriana María Orrego Posada, toda vez que consideró que en este caso no se habían vulnerado derechos fundamentales a la accionante por cuanto el recurso de controversia contra el dictamen de PCL no se presentó en la dirección de COLPENSIONES (Fls. 51-54).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar la decisión de primera instancia, el 10 de enero de 2017, la abogada de las señora Orrego Posada radicó un escrito mediante el cual señaló que  en la decisión del A quo echó de menos cualquier manifestación acerca del testimonio del señor Rafael Casamchín, el cual se había solicitado precisamente para que corroborara que el mismo había llevado el escrito de impugnación a la dirección calle 14 No.5-08 local 2 del centro comercial Pinares Plaza, sector San José Sur de Pereira, donde se negaron a recibirle el escrito mencionado.

Indicó que la primera instancia tampoco tuvo en cuenta lo señalado en el parágrafo 2 del artículo 15 de la Ley 1755 de 2015 que consagra que ninguna autoridad podrá negarse a la recepción y radicación de solicitudes y peticiones, así como lo dispuesto en el artículo 21 ibídem, que se refiere a que si la autoridad a quien se dirige la petición, no es la competente, se informará de inmediato al interesado y remitirá la petición al competente.

Insistió que con el testimonio antes referido se hubiera podido saber qué sucedió el 16 de junio de 2016 en las Colpensiones y Asalud, aunado a que estas entidades no se pronunciaron frente a la demanda de tutela.

Por lo tanto, considera que se debe revocar el fallo de primera instancia y en su lugar, se ordene dar trámite al recurso interpuesto y se proceda a la valoración de la actora en  la Junta Regional de Calificación de Invalidez, toda vez que al haber omitido recibir el mismo, las entidades demandadas vulneraron los derechos fundamentales de petición y debido proceso a la señora Orrego Arango (Fls. 60-64).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la abogada de la accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. 

6.6. La Ley 100 de 1993 implementó un sistema integral de seguridad social, diseñado con la aspiración de alcanzar la real aplicación de los atributos de obligatoriedad e irrenunciabilidad que la Constitución le arrogó a la seguridad social, en su doble dimensión de servicio público y derecho fundamental.  Al respecto, la normativa de riesgos profesionales dispone que cuando ocurre un accidente laboral o enfermedad profesional, el afiliado tendrá derecho a recibir (i) el servicio asistencial de salud correspondiente, con cargo al sistema, e igualmente (ii) las prestaciones económicas, que se determinarán de acuerdo a las secuelas de la enfermedad o el accidente, cómo incapacidades temporales, subsidios por incapacidad temporal, incapacidad permanente parcial o pensión de invalidez según la gravedad de la pérdida de capacidad laboral.

6.7. Ahora bien, en lo que tiene que ver con el Sistema de Riesgos Profesionales, el Decreto 1295 de 1994 determina la organización y administración del Sistema General de Riesgos Profesionales, fue definido en su artículo de la siguiente manera:

“Artículo 1º. Definición.  El Sistema General de Riesgos Profesionales es el conjunto de entidades públicas y privadas, normas y procedimientos, destinados a prevenir, proteger y atender a los trabajadores de los efectos de las enfermedades y los accidentes que puedan ocurrirles con ocasión o como consecuencia del trabajo que desarrollan.

El Sistema General de Riesgos Profesionales establecido en este Decreto forma parte del Sistema de Seguridad Social Integral, establecido por la Ley 100 de 1993.

Las disposiciones vigentes de salud ocupacional relacionadas con la prevención de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y el mejoramiento de las condiciones de trabajo, con las modificaciones previstas en este Decreto, hacen parte integrante del sistema general de riesgos profesionales”. (Subraya fuera de texto)
La anterior norma incorporó criterios al establecer en su artículo 34, que todo afiliado al SGRP tendrá derecho a que se le brinden los servicios asistenciales y se le reconozcan las prestaciones económicas a que haya lugar, en el evento de sufrir un accidente de trabajo o enfermedad profesional, siempre que éstas generen incapacidad, invalidez o muerte. En consecuencia, incluyó dentro de las funciones de las entidades administradoras de riesgos laborales la de garantizar la prestación del servicio de salud y reconocimiento y pago oportuno de las prestaciones económicas y asistenciales a las que tienen derecho.

6.8.  Cuando existan discrepancias del origen de la enfermedad, deberá estarse a lo dispuesto en el Decreto 2463 de 2001 “Por el cual se reglamenta la integración, financiación y funcionamiento de las juntas de calificación de invalidez"

“ARTICULO 3º-Calificación del grado de pérdida de la capacidad laboral. Corresponderá a las siguientes entidades calificar el grado de pérdida de la capacidad laboral en caso de accidente o enfermedad:

1. Las juntas regionales de calificación de invalidez decidirán sobre las solicitudes de calificación de pérdida de la capacidad laboral requeridos por las autoridades judiciales o administrativas, evento en el cual, su actuación será como peritos asignados en el proceso. Las juntas de calificación de invalidez también actuarán como peritos en los casos de solicitudes dirigidas por compañías de seguros cuando se requiera calificar la pérdida de capacidad laboral.

(…) “ARTICULO 6º-Calificación del origen del accidente, la enfermedad o la muerte. El origen del accidente o de la enfermedad, causantes o no de pérdida de la capacidad laboral o de la muerte, será calificado por la institución prestadora de servicios de salud que atendió a la persona por motivo de la contingencia en primera instancia y por la entidad administradora de riesgos profesionales en segunda. Cuando se presenten discrepancias por el origen, éstas serán resueltas por la junta integrada por representantes de las entidades administradoras de salud y riesgos profesionales. (…)  (Subrayas fuera del texto original)

Así mismo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que  la acción de tutela es improcedente para controvertir los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de la Invalidez, en especial, si ésta se utiliza como vía principal y no transitoria, puesto que a pesar de no ser actos administrativos, para resolver este tipo de debates se debe acudir a la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral y de la seguridad social. Sin embargo, ese Máximo Tribunal Constitucional ha señalado que pese a existencia de otros mecanismos de defensa judicial se debe acreditar que los mismos son ineficaces para la protección de los derechos fundamentales, debido o que se está frente a la amenaza de un perjuicio irremediable, circunstancias que, deben ser verificadas en el caso concreto, dentro del cual es imperioso evaluar con un rigor diferente las circunstancias de debilidad en que se puedan encontrar los solicitantes, en mayor medida, si además son sujetos de especial protección constitucional.

6.9. DEL CASO EN CONCRETO
6.9.1. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, se advierte que la señora Adriana María Orrego Posada fue remitida por la EPS COOMEVA  a COLPENSIONES con el fin de que fuera calificada su pérdida de capacidad laboral, en atención a que la misma presentaba una incapacidad continua de 223 días y concepto favorable de rehabilitación (folios 9 y 10). En tal virtud, COLPENSIONES le notificó el 14 de junio de 2016 a la señora Orrego Posada, que esa entidad había determinado en primera instancia, una PCL de 33.21%, origen de la enfermedad y riesgo común, con fecha de estructuración el 10 de marzo de 2016.  Así mismo, le fue informado a la accionante que en caso de no estar de acuerdo con el dictamen, podía manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de recibida la comunicación, la que debía hacerse en la dirección “CALLE 14 NO.15-08 LOCAL 2 Centro Comercial Pinares Plaza Sector San José Sur en la ciudad de Pereira o al correo electrónico juntascolpensiones@asaludltda.com” (folio 12).

6.9.2. Sea preciso recordar que la Ley 100 de 1993 implementó un sistema integral de seguridad social, diseñado con la aspiración de alcanzar la real aplicación de los atributos de obligatoriedad e irrenunciabilidad que la Constitución le arrogó a la seguridad social, en su doble dimensión de servicio público y derecho fundamental.  En tal sentido, el artículo 41 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005 y por el artículo 142 del Decreto 019 de 2012, quedará así:
"Artículo 41.Calificación del Estado de Invalidez. El estado de invalidez será determinado de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y con base en el manual único para la calificación de invalidez vigente a la fecha de calificación. Este manual será expedido por el Gobierno Nacional y deberá contemplar los criterios técnicos de evaluación para calificar la imposibilidad que tenga el afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral.

Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales.”  (Subrayas propias)
De acuerdo a lo anterior, la señora Orrego Posada al haber sido notificada el 14 de junio de 2016 del dictamen proferido por la junta médica laboral de COLPENSIONES antes aludido, contaba hasta el 28 de junio de 2016 para allegar el escrito de apelación en contra del mismo y con el fin de que su expediente fuera remitido a la Junta Regional de Calificación de Invalidez.  Sin embargo, obra copia del “recurso de controversia” en contra del dictamen No.2016157743QQ radicado el 16 de junio de 2016 en la EPS COOMEVA (Fls. 14 y 15), lo que significa que la inconformidad de la actora frente a su primera calificación no se presentó en la “CALLE 14 NO.15-08 LOCAL 2 Centro Comercial Pinares Plaza Sector San José Sur en la ciudad de Pereira” o en su defecto,  al correo electrónico juntascolpensiones@asaludltda.com, lo que conllevó a que el mismo cobrara firmeza, tal como lo indicó la entidad ASALUD LTDA. en su comunicado del 1º de julio de 2016 (folio 13).

6.9.3.  Ahora bien, en la Sentencia T-140 de 2016 la Corte Constitucional al señalar que la primera calificación del origen de la enfermedad o el accidente lo hacen las entidades del Sistema de Seguridad Social Integral, indicó lo siguiente: 
“La primera calificación del origen de la enfermedad o el accidente lo hacen las entidades del Sistema de Seguridad Social Integral, esto es: (i) el Instituto de Seguros Sociales; (ii) la Administradora Colombiana de Pensiones, COLPENSIONES; (iii) las Administradoras de Riesgos Profesionales; (iv) las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y (v) a las Entidades Promotoras de Salud, de tal manera que si alguna de las partes afectadas por este dictamen, bien sea el afiliado, el empleador o las mismas entidades del sistema, no están conformes con el contenido del mismo, deberán manifestar su inconformidad ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez en los términos establecidos por la mencionada norma. En el caso de las incapacidades temporales, a pesar de que el primer dictamen se encuentre bajo revisión de alguna de las juntas de calificación, la entidad a la que le correspondió el pago de las prestaciones económicas en primera instancia deberá continuar sufragando el costo de las mismas.”  (Subrayas propias)
Se subraya lo anterior, con el fin de precisar que el afiliado, el empleador o las mismas entidades del sistema pueden igualmente manifestar su inconformidad en contra del contenido de la primera calificación que emita la entidad correspondiente de hacerlo.  Por lo tanto, para el caso que nos ocupa, podía la entidad promotora de salud COOMEVA haber presentado su descuerdo frente al dictamen de PCL emitido por COLPENSIONES a la señora Orrego Posada, pero dentro del mismo término señalado en la norma antes transcrita, lo que tampoco ocurrió, toda vez que COOMEVA expidió un oficio con fecha del 8 de julio de 2016 dirigido a COLPENSIONES informando que a la accionante no se le habían calificado todos los diagnósticos cuando el dictamen aludido se encontraba en firme (folio 16).

6.9.4. Así las cosas, para esta Sala ninguna responsabilidad se le puede indilgar a COLPENSIONES pues no queda duda que la accionante dentro de los 10 días que tenía para impugnar el dictamen de PCL emitido por COLPENSIONES, también contaba con la posibilidad de haber enviado al correo electrónico juntascolpensiones@asaludltda.com el escrito “de  controversia”, el que según alega no fue recibido por los funcionarios de esa entidad. De tal manera, que en el caso sub examine la acción de tutela es improcedente conforme al principio según el cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), la Corte Constitucional
 ha reiterado lo siguiente:
“En efecto, si los hechos que dan origen a la acción de tutela corresponden a la actuación culposa, imprudente o negligente del actor que derivó, a la postre, en la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales, no es admisible que éste pretenda a través de la acción de tutela obtener el amparo de tales derechos, y por lo tanto, desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que fundamentan la solicitud de amparo a la autoridad pública o al particular accionado. Una consideración en sentido contrario, constituiría la afectación de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
“En síntesis, el principio general del derecho según el cual Nadie puede obtener provecho de su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), hace parte del ordenamiento jurídico colombiano. En consecuencia, en virtud de dicho principio, la prosperidad de la acción de tutela está condicionada a la verificación de que los hechos que la originan, no ocurrieron como consecuencia de la culpa, imprudencia, negligencia o voluntad propia del actor. Ello por cuanto, una consideración en sentido contrario, constituiría una afectación del principio en comento, y por lo tanto, de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”. (Subrayas fuera del texto original)
De conformidad con lo anterior, esta Sala confirmará  la sentencia estudiada.  

DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 4 de enero de 2017  por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, en relación con la acción de tutela promovida por la abogada de la señora Adriana María Orrego Posada.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario
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